
CONSTANCIA SECRETARIAL: a Despacho del señor Juez el presente proceso, para 

tomar la decisión que en derecho corresponda. 

 

Sírvase proveer. 

 

 

Marmato, Caldas 30 de mayo de 2023. 

 

 
 
 
JORGE ARIEL MARIN TABARES 

SECRETARIO 

 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL 

 
Marmato - Caldas, treinta (30) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

 

 
 

ASUNTO A DECIDIR 

 

Procede el Despacho a decidir respecto a la oposición a la transacción por 

compraventa de inmueble, celebrado entre ARIS MINING MARMATO S.A.S. y ANA 

AUTO INT. 137/2023 

CLASE DE PROCESO: AVALUO DE PERJUICIOS DE 
SERVIDUMBRE MINERA 

RADICADO: 17-4424089-001-2021-00121-00 
DEMANDANTE: CALDAS GOLD MARMATO SAS AHORA ARIS MINING 

MARMATO S.A.S.  
DEMANDADOS: ANA TALIA ORTIZ ORTIZ 
VINCULADA:                       AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS –ANT- 



TALIA ORTIZ, como poseedora (sic) del predio identificado con la matrícula 

inmobiliaria No. 115-5150, presentada por el apoderado judicial de la AGENCIA 

NACIONAL DE TIERRAS, quien manifestó lo siguiente: 

 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 



 

 



 

 

 



 

 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 



 

 



 

 

 



 

 

 



  

 

Pronunciamientos frente a la oposición de la ANT 

 

La sociedad demandante CALDAS GOLD MARMATO S.A.S., hoy ARIS MINING 

MARMATO S.A.S., se pronunció de la siguiente manera: 

 

DEL ATAQUE A LA OPOSICIÓN DE LA AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS. 

 

De salida, advierte el suscrito, que la oposición de la ANT está llamada a fracasar. 

A efectos metodológicos el embate a la oposición seguirá la siguiente estructura: 

i) La fenecida oportunidad procesal para la oposición de la ANT  

ii) La procedencia de la transacción y la indemnización respectiva al 

ocupante del predio objeto de imposición de servidumbre minera. 



 

i) La fenecida oportunidad procesal para interponer la oposición por parte de la 

ANT.  

Es menester precisar que, mediante auto interlocutorio 095 de 2023, el juzgado 

procedió a fijar fecha de audiencia de contradicción de dictamen pericial (Art. 228 

del C.G.P.) para la data 09 de mayo de 2023. Auto que fue notificado por estado a 

las partes y entidad vinculada (ANT) (Orden 081 del expediente electrónico). 

El lunes, 08 de mayo de 2023, a las 4:44 horas, se remitió al despacho por parte 

del suscrito acuerdo de transacción y solicitud de terminación anormal del proceso 

(Orden 084 del expediente electrónico). El día siguiente, se celebró la audiencia 

programada. 

En la audiencia el juez hizo precisiones sobre la solicitud de terminación anormal 

del proceso y corrió traslado a las partes para que hicieran las manifestaciones que 

a bien tuvieran sobre la transacción y demás aspectos. Es importante dejar claridad 

que la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS brilló por su ausencia en la audiencia 

(no asistió – Ver acta de audiencia a orden 085 del expediente electrónico). De 

manera que, la oportunidad procesal para hacer oposición feneció en ese momento 

del traslado en audiencia de la solicitud. 

Adicionalmente, si en gracia de discusión se admitiera el memorial de oposición 

presentada el día 16 de mayo de 2023, lo cierto es que, el memorial de transacción 

fue allegado el 08 de mayo de 2023, por lo que, atendiendo a que la ANT fue 

copiada al momento de presentar el memorial, aplicando La Ley 2213 (Art. 9, 

parágrafo) el término de oposición finalizó el día 15 de mayo de 2023. 

Habida cuenta de lo anterior, la oposición presentada por la ANT debe caer al vacío, 

está llamada al fracaso. Se aclara que, si bien, el auto que aprobó la transacción 

(Auto Interlocutorio 116/2023) fue notificado por estado electrónico del 12 de mayo 

de 2023, este podía ser objeto de ataque solo por las partes respecto de las 

decisiones que les afecten, ya que la oportunidad procesal de elevar la oposición 

para la ANT feneció en audiencia. Solicita el suscrito respetuosamente desechar la 

oposición y mantener la decisión adoptada mediante el Auto Interlocutorio 

116/2023. 

 

La procedencia de la transacción y la indemnización respectiva al poseedor u 

ocupante del predio objeto de imposición de servidumbre minera. 

 

Sobre este aspecto, lo primero que debe decirse es que la Ley 1274 de 2009 en su 

Artículo 1 establece que la actividad minera, “está declarada de utilidad pública en 

sus ramos de exploración, producción, transporte, refinación y distribución. Los 

predios deberán soportar todas las servidumbres legales que sean necesarias para 

realizar las actividades de exploración, producción y transporte de los 



hidrocarburos”. A partir de esta premisa, esto es “declarada de utilidad pública” se 

sustenta un procedimiento “especial” y “expedito” para la determinación de la 

indemnización por los potenciales perjuicios derivados de la imposición de 

servidumbre minera. Nótese que no se discute la imposición de servidumbre, porque 

esta es de orden legal (Ley 685 de 2001, Art. 168). Así las cosas, a un proceso tan 

especial en pro de efectivizar derechos que se materializan con los rubros que 

aporta a la consolidación de los fines del Estado Social de Derecho la actividad 

minera, no es dable mayores trabas ni administrativas ni judiciales para el ejercicio 

a plenitud de la servidumbre minera. Adicionalmente, la Ley 1274 en su Artículo 2 

establece una etapa previa a la judicial, la denominada “negociación directa” y 

precisa que dicha negociación, entre otras personas, se puede realizar directamente 

con el “ocupante” de los terrenos o el dueño de las mejoras. La norma lo señala así: 

 

“NEGOCIACIÓN DIRECTA. Para el ejercicio de las servidumbres de hidrocarburos 

el interesado deberá adelantar el siguiente trámite: El interesado deberá dar aviso 

formal al propietario, poseedor u ocupante de los terrenos o al dueño de las mejoras, 

según el caso”. […]  

5. En caso de no llegar a un acuerdo sobre el monto de la indemnización de 

perjuicios, se levantará un acta en la que consten las causas de la negociación 

fallida y el valor máximo ofrecido, firmado por las partes, con copia a cada una de 

ellas. 

PARÁGRAFO. Igual tratamiento se dará a las personas que ocupen o posean tierras 

baldías. 

 

Es decir, podría decirse que el legislador en la Ley1274 admitió respecto de tierras 

baldías la institución jurídica de la posesión. Así que no es de recibo lo señalado por 

la ANT respecto de que mi representada no puede adquirir la posesión sobre un 

predio al parecer baldío, que debe decirse, sí tiene un folio de matrícula inmobiliaria 

que obra en el expediente. La norma en su redacción literal admite esa relación 

jurídica entre una persona natural y el predio al parecer baldío y bajo ese 

presupuesto no hay nada que impida la celebración de un negocio como el que fue 

allegado al despacho y fue aprobado por el juzgador mediante auto aludido en 

líneas precedentes. Si lo que bien pretende la ANT es traer a este proceso la 

discusión sobre el proceso de adjudicación de baldío, debe tomar en consideración 

el despacho que, tal asunto es del resorte de la especialidad administrativa, y sobre 

ello mi representada estará dispuesta a solicitar con el lleno de requisitos la 

adjudicación del predio atendiendo al carácter de utilidad pública que tiene la 

actividad que mi poderdante desempeña (Ley 160 de 1994, Art. 68 y 75), pero tal 

examen y pleito, desborda el ámbito de competencia del juez ordinario. Incluso, la 

misma solicitud de reconocimiento de indemnización en favor de la ANT, desconoce 



sus propias disposiciones, para sustentar se extracta el ARTÍCULO 2 del 

ACUERDO 29 de 2017: 

“ARTÍCULO 2o. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Este Acuerdo se aplica únicamente 

para la regulación y formalización de servidumbres derivadas de actividades de 

utilidad pública e interés social que recaigan sobre predios baldíos de la nación. 

Quedan excluidos del procedimiento establecido en el presente Acuerdo, territorios 

de comunidades étnicas titulados. Las clases y tipos de servidumbre que podrán 

formalizarse con ocasión del presente Acuerdo dependerán de las ramas, fases y 

actividades que se contemplen para el eficiente ejercicio de actividades de utilidad 

pública. El acto administrativo que resuelve de fondo, no constituye una decisión 

declarativa del derecho al ejercicio de la servidumbre, con ocasión de su origen, 

pues únicamente está llamado a resolver lo concerniente a la fijación del monto con 

ocasión de la afectación al predio baldío de la nación, y la orden encaminada a la inscripción 

del gravamen. 

Se subraya lo anterior porque la misma ANT reconoce que el procedimiento 

administrativo el que estaría llamado a resolver una eventual fijación de monto o 

rubro en favor de la ANT por la afectación dada la imposición de servidumbre 

minera. Así que, con fundamento en su propio acuerdo, su pretensión debe ser 

desestimada. 

 

Por otro lado, el apoderado judicial de la demandada se refirió a la solicitud elevada 

por la ANT, de la siguiente manera: 

 

1. La ley 1274 que es la que regula los procesos de servidumbre minera en razón a 

lo establecido por el plan nacional de desarrollo 2018, es una norma especial que 

se sale de las reglas generales de la servidumbre, es decir, es una norma especial 

que prevalece sobre la ley general de servidumbre y dicha ley no consagra como 

ente indemnizatorio a la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, ni ordena su 

vinculación o participación en el proceso, como si lo hace en otro proceso, por 

ejemplo, en los declarativos de pertenencia.  

2. La Corte Suprema de justicia de Colombia en 2 pronunciamiento de su Sala Civil 

uno el 6 de octubre de 2009 y otro el 10 de septiembre de 2013, reconoció la 

propiedad a particulares sobre bienes baldíos de posesiones configuradas antes de 

julio de 1971, es decir, la prescripción materializada antes de esa fecha, así haya 

sido sobre un bien baldío el propietario puede adquirir el dominio sobre dicho bien, 

sin importar si es baldío. La posesión de doña Talía esta materializada antes de 

dicha fecha pues es un bien adquirido a una persona que ya había materializado la 

posesión y la misma se puede verificar en el certificado de tradición donde quedó 

registrada la falsa tradición.  

3. Hay una confianza legítima, el estado no se había preocupado por la posesión de 

doña Talía. 



 

CONSIDERACIONES: 

Dice la ley 1274 de 2009 en su artículo 2°. Negociación directa. Para el ejercicio de 

las servidumbres de hidrocarburos el interesado deberá adelantar el siguiente 

trámite: 

1. El interesado deberá dar aviso formal al propietario, poseedor u ocupante de los 

terrenos o al dueño de las mejoras, según el caso. 

2. El aviso deberá realizarse mediante escrito y señalar: 

a). La necesidad de ocupar permanente o transitoriamente el predio. 

b). La extensión requerida determinada por linderos. 

c). El tiempo de ocupación. 

d). El documento que lo acredite como explorador, explotador, o transportador de 

hidrocarburos. 

e). Invitación para convenir el monto de la indemnización por los perjuicios que se 

ocasionarán con los trabajos. 

3. El aviso se entenderá surtido con su entrega material y con la remisión de una 

copia del mismo a los Representantes del Ministerio Público con competencia en la 

circunscripción en donde se ubique el predio. 

4. Ejecutado el aviso se indicará la etapa de negociación directa entre las partes, la 

cual no excederá de veinte (20) días calendario, contados a partir de la entrega del 

aviso. 

5. En caso de no llegar a un acuerdo sobre el monto de la indemnización de 

perjuicios, se levantará un acta en la que consten las causas de la negociación fallida 

y el valor máximo ofrecido, firmado por las partes, con copia a cada una de ellas. 

Si el proponente, poseedor o tenedor se abstiene de firmar el acta referida dentro del 

plazo señalado para la negociación directa, el interesado acudirá al representante del 

Ministerio Público o quien haga sus veces de la circunscripción del inmueble, para 

que dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, deje constancia de tal situación. 

Parágrafo. Igual tratamiento se dará a las personas que ocupen o posean tierras 

baldías. 



Luego de imprimírsele todo el trámite establecido en la ley 1274 de 2009, que es la 

normatividad vigente para esta clase de asuntos y así se aplica para el momento 

de presentación de la demanda, el Despacho fijó fecha y hora para la audiencia de 

contradicción de dictamen pericial la cual se llevó a cabo el día 9 de mayo de 2023, 

como puede verse en el acta obrante a folio 085 del expediente electrónico y en la 

cual constan las partes y demás intervinientes que asistieron a la audiencia y en la 

que brilló por su ausencia la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS. 

 

Allí se plasmó lo siguiente:  

 

Se da inicio a la diligencia, solicitando el apoderado judicial de la parte 

demandante, se le concediera el uso de la palabra con la finalidad de 

elevar una petición al Despacho, la cual se encuentra sustentada en 

memorial presentado al Juzgado el 8 de mayo de 2023, petición 

coadyuvada por el apoderado de la parte demandada en esta diligencias, 

la cual consiste en que se declare terminado el presente proceso sin 

condena en costas, en virtud del Art. 132 del Código General del 

Proceso, consecuencialmente se ordene la devolución total, en favor de 

la SOCIEDAD ARIS MINING MARMATO S.A.S., del depósito judicial 

constituido para la admisibilidad de la demanda y la autorización y 

ejercicio de ocupación provisional de servidumbre minera, el cual se 

encuentra constituido por valor de OCHENTA Y SIETE MILLONES 

SETECIENTOS CUARENTA MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y 

SEIS PESOS M/L ($87.740.496) y finalizó indicando que frente al pago 

de los honorarios del perito de oficio, si se encuentra probado dentro del 

presente proceso la actividad encomendada, el mismo será asumido por 

ARIS MINING MARMATO S.A.S. en consideración a la buena voluntad 

negocial de la parte pasiva de la relación procesal. En razón a lo anterior 

este Judicial indicó que, el presente proceso pasará a Despacho para 

tomar la decisión que en derecho corresponde con respecto a la solicitud 

presentada por la parte demandante, frente a la rogativa de terminación 

del presente proceso y sus consecuencias.  

 

Posteriormente por auto del 11 de mayo de 2023, obrante a folio 087 del expediente 

electrónico se dijo lo siguiente: 



 
Razón le asiste al apoderado judicial de la sociedad demandante cuando manifiesta 

que: “Adicionalmente, si en gracia de discusión se admitiera el memorial de 

oposición presentada el día 16 de mayo de 2023, lo cierto es que, el memorial de 

transacción fue allegado el 08 de mayo de 2023, por lo que, atendiendo a que la 

ANT fue copiada al momento de presentar el memorial, aplicando La Ley 2213 (Art. 

9, parágrafo) el término de oposición finalizó el día 15 de mayo de 2023”. 

 

Y así puede verse a folio 84 del cuaderno electrónico como pasa a verse: 



  

 

Claramente puede verse que dicho memorial fue enviado al correo electrónico 

jurídica.ant@ant.gov.co  

 

Ahora bien, también es cierto que la ANT tuvo otra oportunidad de pronunciarse 

frente a este documento de transacción presentando por las partes y fue en la 

audiencia llevada a cabo el día 9 de mayo de 2023 y a la cual no asistió el 

apoderado judicial de dicha entidad. 

 

No puede pasar por alto la manifestación del apoderado judicial de la sociedad 

ARIS MINING MARMATO S.A.S., en cuanto se manifiestan acerca de la 

procedencia de la transacción y la indemnización respectiva al poseedor u ocupante 

del predio objeto de imposición de servidumbre minera. 

 

Y es que la Ley 1274 de 2009 en su Artículo 1º establece que la actividad minera, 

“está declarada de utilidad pública en sus ramos de exploración, producción, 

transporte, refinación y distribución. Los predios deberán soportar todas las 

servidumbres legales que sean necesarias para realizar las actividades de 

exploración, producción y transporte de los hidrocarburos”. A partir de esta premisa, 

esto es “declarada de utilidad pública” se sustenta un procedimiento “especial” y 

“expedito” para la determinación de la indemnización por los potenciales perjuicios 

derivados de la imposición de servidumbre minera. Nótese que no se discute la 

imposición de servidumbre, porque esta es de orden legal (Ley 685 de 2001, Art. 

mailto:jurídica.ant@ant.gov.co


168). Así las cosas, a un proceso tan especial en pro de efectivizar derechos que 

se materializan con los rubros que aporta a la consolidación de los fines del Estado 

Social de Derecho la actividad minera, no es dable mayores trabas ni 

administrativas ni judiciales para el ejercicio a plenitud de la servidumbre minera. 

Adicionalmente, la Ley 1274 en su Artículo 2 establece una etapa previa a la judicial, 

la denominada “negociación directa” y precisa que dicha negociación, entre otras 

personas, se puede realizar directamente con el “ocupante” de los terrenos o el 

dueño de las mejoras. 

 

Hasta aquí la negociación directa sobre el monto de indemnización puede darse 

directamente con el ocupante, sin que deba ser vinculada a la negociación la 

AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, pues la norma guardó silencio en ese sentido, 

siendo apenas natural que sea dable la negociación con el ocupante atendiendo al 

carácter de utilidad pública de la actividad minera, sin perjuicio del procedimiento 

necesario de adjudicación tratándose de predios baldíos. 

 

Lo anterior se acompasa con el hecho de que, el Artículo 5 Numeral 12 de la citada 

norma, señala textualmente que: “12. Surtida la revisión el Juez del Circuito 

ordenará la entrega de los dineros consignados al dueño, poseedor u ocupante de 

los terrenos o de las mejoras y si estos no fueren suficientes, ordenará al 

explorador, explotador o transportador interesado que, dentro de los diez (10) días 

siguientes consigne la cantidad suficiente para cubrir la indemnización. Si resultare 

un remanente, este le será devuelto dentro del mismo término al beneficiario de la 

servidumbre (…)” 

Los artículos señalados, dejan claridad, a todas luces que, tanto en etapa de 

negociación directa como etapa judicial fue avalado por el legislador indemnizar al 

ocupante del terreno, inclusive tratándose de terrenos baldíos. 

 

Sustentación que comparte el despacho, resaltando que definitivamente la 

AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS, guardó silencio frente a la solicitud de 

terminación del proceso, presentada por las partes y además no estuvo presente 

en la audiencia del 09 de mayo de 2023, donde pudo haberse pronunciado frente 

a dicha transacción. 

 

Por lo brevemente expuesto, el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

MARMATO CALDAS. 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO REPONER el auto del 11 de mayo de 2023, que aceptó la 



transacción celebrada por las partes dentro de esta actuación y declaró terminado 

por transacción este proceso de avalúo de servidumbre legal minera, además de 

otras determinaciones. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JORGE MARIO VARGAS AGUDELO  

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
La providencia anterior se notifica en el Estado Web 

No 083 del 31 de mayo de 2022 

 
 

CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 
La providencia anterior queda ejecutoriada el 5 de 

junio de 2023 a las 5:00 p.m. 
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